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Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, estamos 

obligados a desestimar esta apelación, por ser prematura, dado que 

todavía está pendiente de adjudicación una demanda contra tercero, 

y la “sentencia” apelada no contiene el lenguaje requerido para 

convertir la misma en una sentencia final apelable.  

I. 

Por la vía sumaria, el Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) 

adjudicó a favor de Roosevelt Cayman Asset Company II (“Roosevelt” 

o el “Acreedor”) una acción sobre cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca (la “Demanda”), la cual fue presentada en enero de 2016 

por el Acreedor en contra el Sr. Eddie Santiago Ayala (el “Deudor” o 

el “Apelante”), la Sra. Ingrid Santana Álvarez y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales compuesta por ambos.1  En la Demanda, se 

 
1 Surge del expediente que el TPI dictó sentencia en rebeldía contra la 

codemandada, Sra. Ingrid Santana Álvarez.  Véase, Apéndice VI de la Apelación 
Civil, pág. 148. 
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alegó que Rushmore Loan Management Services LLC (“Rushmore” o 

el “Agente”) era el agente de servicios del Acreedor y que este se 

encontraba localizado en San Juan, Puerto Rico.   

Por derecho propio, en abril de 2016, el Deudor contestó la 

Demanda y, en lo pertinente, presentó una reconvención, así como 

una demanda contra terceros, esta última contra Rushmore y 

contra Roosevelt Management Company (juntos, los “Tercero 

Demandados”).  Unos días luego, el TPI ordenó que se expidieran los 

emplazamientos correspondientes, dirigidos a los Terceros 

Demandados, lo cual surge de los autos que ocurrió.  No surge de 

los autos, sin embargo, que el Deudor hubiese diligenciado en 

momento alguno los referidos emplazamientos.  Tampoco surge que 

el TPI haya, de algún modo, adjudicado la acción contra los Terceros 

Demandados. 

De todas maneras, el 26 de julio de 2019, el TPI emitió una 

sentencia sumaria (la “Sentencia”), mediante la cual, entre otros 

asuntos, declaró con lugar la Demanda y sin lugar la reconvención.  

La acción contra los Terceros Demandados permaneció sin 

adjudicar. 

El Deudor presentó una solicitud de reconsideración, la cual 

fue denegada mediante una Orden notificada el 17 de septiembre.  

El 4 de octubre, el Deudor, por derecho propio, presentó el recurso 

que nos ocupa.  El 4 de noviembre, Roosevelt presentó su alegato en 

oposición.  

II. 

La jurisdicción es la autoridad que tiene el tribunal para 

atender en los méritos una controversia. Maldonado v. Junta de 

Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007).  La jurisdicción no se presume 

y los tribunales no tienen discreción para asumirla donde no la hay. 

Íd.  Los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 
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(2007).  Los asuntos jurisdiccionales son privilegiados y deben 

resolverse con preferencia a cualquier otro asunto planteado. 

Carattini v. Collazo Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 

(2003).  

Una de las instancias en que un tribunal carece de 

jurisdicción es cuando se presenta un recurso tardío o prematuro, 

pues este “adolece del grave e insubsanable defecto de privar de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre… puesto que su 

presentación carece de eficacia y no produce ningún efecto 

jurídico…”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 

(2008).       

Este Tribunal puede revisar, mediante el recurso de apelación, 

“toda sentencia final dictada por el” TPI. Art. 4.006(a) la Ley de la 

Judicatura, Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24(x)(a).  Una 

sentencia es un dictamen que adjudica de forma final la controversia 

trabada entre las partes, mientras que la resolución resuelve algún 

incidente dentro del litigio sin adjudicar de manera definitiva la 

controversia. Torres Martínez, 175 DPR a la pág. 94; Cruz Roche v. 

Colón y otros, 182 DPR 313 (2011).   

Por su parte, la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, de las de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R.42.3., dispone 

(énfasis suplido): 

Cuando un pleito comprenda más de una 

reclamación, ya sea mediante demanda, 
reconvención, demanda contra coparte o demanda 

contra tercero o figuren en él partes múltiples, el 
tribunal podrá dictar sentencia final en cuanto a una 
o más de las reclamaciones o partes sin disponer de la 

totalidad del pleito, siempre que concluya 
expresamente que no existe razón para posponer 
que se dicte sentencia sobre tales reclamaciones 

hasta la resolución total del pleito, y siempre que 
ordene expresamente que se registre la sentencia.   

Cuando se haga la referida conclusión y orden 
expresa, la sentencia parcial dictada será final para 
todos los fines en cuanto a las reclamaciones o los 

derechos y las obligaciones en ella adjudicada, y una 
vez sea registrada y se archive en autos copia de su 
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notificación, comenzarán a transcurrir en lo que a ella 
respecta los términos dispuestos en las Reglas 43.1, 

47, 48 y 52.2.  (Énfasis nuestro) 
 

Es decir, el TPI puede dictar sentencia parcial en casos donde se 

ventilen múltiples reclamaciones para disponer de una o varias de 

ellas sin tener que esperar a la disposición total del caso.  No 

obstante, para que esta sentencia parcial sea, en cuanto a la 

reclamación adjudicada, final y apelable, es necesario que el TPI 

concluya expresamente que no existe razón para posponer el 

dictamen hasta la resolución total del pleito. Torres Capeles v. Rivera 

Alejandro, 143 DPR 300, 312 (1997).   

Si una sentencia parcial adolece del referido lenguaje, 

requerido por la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra, la misma 

no advendrá final y es, más bien, una resolución interlocutoria que 

podrá revisarse solo mediante recurso de certiorari, si así lo permite 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, o 

mediante recurso de apelación cuando, eventualmente, recaiga una 

sentencia apelable en el caso. Torres Martínez, supra; García v. 

Padró, 165 DPR 324, 333-334 (2005).  En el caso de una resolución 

u orden interlocutoria emitida por el TPI, una parte interesada en 

solicitar revisión puede hacerlo mediante el auto discrecional del 

certiorari, sujeto a las disposiciones de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, que lee como sigue: 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 

revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando 
se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 

rebeldía o en casos de relaciones de familia, en casos 
que revisten interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación constituiría 

un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar la 
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expedición de un recurso de certiorari en estos casos, 
el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión.  
 

Si el asunto a revisarse no está contenido en el acápite 

transcrito anteriormente, entonces no procede la revisión mediante 

el recurso de certiorari, sino mediante recurso de apelación una vez 

recaiga sentencia final.  

III. 

Lamentablemente, luego de culminado el trámite dirigido a 

perfeccionar la apelación de referencia, hemos advertido que el TPI 

omitió disponer, en momento alguno, sobre la acción contra los 

Terceros Demandados, lo cual nos obliga a desestimar la apelación 

de referencia por falta de jurisdicción. 

A pesar de nuestros esfuerzos para evitar este desafortunado 

resultado (pues le adscribimos valor a, y suscribimos, la política 

pública de evitar, en lo posible, desestimaciones, y de promover el 

trámite expedito de las causas ante nuestros tribunales, véase la Ley 

de la Judicatura, Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA secs. 24u y 24w), no 

podemos escapar la conclusión de que (i) el Deudor instó una acción 

contra los Terceros Demandados, (ii) el TPI no ha adjudicado, o 

dispuesto, sobre dicha acción. 

Así pues, la Sentencia adjudica solamente parte de las 

reclamaciones que tenía el TPI ante sí.  Este tipo de sentencia puede 

convertirse en final, y así ser apelable, cuando el tribunal incluye el 

lenguaje contemplado por la Regla 42.3 de las de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.3.   

No obstante, en este caso, la Sentencia omitió el lenguaje 

contemplado por la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra, a los 

efectos de que “no existe razón para posponer dictar sentencia sobre 

una de las reclamaciones hasta la resolución final del pleito”.  Al 

omitirse dicho lenguaje de la Sentencia, la misma no ha advenido 

final y, por tanto no es apelable.  Johnson v. Mun. San de Juan, 172 
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DPR 840, 849 (2007); Figueroa v. Del Rosario, 147 DPR 121, 127 

(1998); Torres Capeles, supra. 

Por otra parte, tampoco podemos acoger el recurso de 

referencia como un certiorari, pues no aplica ninguna de las 

excepciones que establece la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil 

de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, a la norma general que impide 

nuestra revisión de dictámenes interlocutorios pre-sentencia en 

casos civiles. 

Al ser devuelto el mandato, y una vez el TPI le otorgue 

finalidad a su adjudicación, sea resolviendo la acción contra los 

Terceros Demandados o modificando la Sentencia para incluir el 

lenguaje de la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra, las partes 

afectadas podrán entonces presentar el recurso de apelación 

correspondiente. 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima la 

presente apelación por prematura.   

IV. 

Por los fundamentos discutidos, DESESTIMAMOS el recurso 

de epígrafe por falta de jurisdicción, al ser el mismo prematuro, y no 

poder acogerse como Certiorari por no caer bajo ninguna de las 

instancias enumeradas en la Regla 52.1; SE ORDENA a la 

Secretaría de este Tribunal a desglosar los apéndices utilizados, y 

ponerlos a disposición de la parte apelante. 

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

La Jueza Soroeta Kodesh concurre con el resultado de 

desestimar el recurso que nos ocupa.  Ahora bien, acogería 

expresamente el recurso de epígrafe como un certiorari por ser lo 

procedente en derecho, aunque por razones de economía procesal 

conserve su actual designación alfanumérica (KLAN201901120).  

Así acogido, desestimaría el recurso por falta de jurisdicción por ser 
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prematuro.  Por lo tanto, devolvería el caso al foro primario para que 

atienda la Demanda Contra Terceros que queda pendiente de 

adjudicación. 

Ciertamente, si una sentencia parcial adolece de la referida 

determinación de finalidad que requiere la Regla 42.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 42.3, el dictamen, como el 

aquí impugnado, no adviene final y constituye meramente una 

resolución interlocutoria, que podría revisarse solamente mediante 

un recurso de certiorari, en atención a lo dispuesto en la Regla 52.1 

de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA. Ap. V R. 52.1, o 

mediante un recurso de apelación cuando recaiga sentencia final en 

el caso sobre el resto de las partes y/o controversias.  Véase, García 

v. Padró, 165 DPR 324, 333-334 (2005); Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 94-95 (2008).   

Debido a que el TPI no dispuso de la totalidad de las 

controversias y reclamaciones ante sí, de manera que pudiera 

revisarse mediante un recurso de apelación, procede devolver el caso 

al Tribunal de Primera Instancia para que resuelva la Demanda 

Contra Terceros, que aún está pendiente de adjudicación.  En virtud 

de lo antes expresado, el recurso de certiorari de epígrafe es 

prematuro y este Tribunal carece de jurisdicción para atenderlo, por 

lo cual procede desestimarlo.  Una vez se resuelva el caso en su 

totalidad, las partes podrán presentar el recurso de apelación que 

estimen procedente.   

 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


